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i) En lo que respecta a la pretensión de amparo
que se fundamenta en la vulneración del derecho a la
igualdad ante la ley, porque en la legislación de otras
Comunidades Autónomas, como las de Canarias o Ara-
gón, no se contempla la colegiación obligatoria de quie-
nes ejercen la misma profesión, el Fiscal entiende que
en este punto se incumple el requisito previsto en el
art. 44.1 a) LOTC por cuanto al no pronunciarse la
Audiencia Provincial, antes de acudir a la vía de amparo
debiera haber agotado la vía judicial interponiendo el
correspondiente incidente de nulidad de actuaciones, lo
que determina la inadmisión de su pretensión. En todo
caso entiende que estando reconocida la competencia
normativa sobre la materia a las Comunidades Autóno-
mas, la diferencia de regulaciones que pueda observarse
entre una y otras no entraña necesariamente una vul-
neración del art. 14 CE como viene declarando este Tri-
bunal desde la Sentencia 37/1981, máxime cuando
resulta imposible establecer si la diferencia en el tra-
tamiento normativo entraña una discriminación prohi-
bida, ya que ello no depende exclusivamente de que
se establezca o no la obligatoriedad de la colegiación,
sino en las funciones que en las legislaciones compa-
radas se asignen a los colegios en cuestión.

j) En cuanto a la extensión del amparo que debe
otorgarse, entiende que debe limitarse a la anulación
de la condena al pago de las cuotas en la medida en
la que dicho pago tiene su causa en la obligatoriedad
de la pertenencia de la demandante a dicho colegio,
obligatoriedad que, vulnera el derecho de asociación de
aquella. Por lo que concluye interesando se otorgue el
amparo solicitado a doña María José Gradolí Martínez.

9. Por diligencia de 15 de enero de 2004 se acordó
dejar el presente recurso de amparo para la deliberación
cuando por turno corresponda.

10. Por providencia de 22 de julio, se tiene por per-
sonado al Procurador don Rodolfo González García en
nombre y representación de doña María Josefa Gradolí
Martinez, en sustitución del anterior Procurador don
Ramón Rodríguez Nogueira.

11. Por providencia de 9 de septiembre de 2004,
se señaló para deliberación y votación de la presente
Sentencia el día 13 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos

Único. La presente demanda de amparo tiene por
objeto la impugnación de la Sentencia del Juzgado de
Primera Instancia núm. 18 de Valencia, de 3 de abril
de 2001, confirmada en apelación por Sentencia de la
Sección Quinta de la Audiencia Provincial de Valencia,
de 21 de junio de 2001, por la que se condenó a la
recurrente en amparo, Secretaria de la Administración
local con habilitación de carácter nacional, al pago de
la cantidad reclamada por el Colegio de Secretarios, Inter-
ventores y Tesoreros de Administración local con habi-
litación de carácter nacional de la provincia de Valencia
en concepto de impago de las cuotas colegiales. Deman-
da que ha dado lugar a la tramitación del recurso corres-
pondiente ante este Tribunal y que ha venido precedido
de otros tantos en que como consecuencia de condenas
al pago de distintas cantidades por cuotas vencidas y
no pagadas, a otros colegiados que han recurrido tam-
bién en amparo, por lo que ha tenido ocasión de pro-
nunciarse anteriormente este Tribunal, poniéndose de
relieve que las cuestiones suscitadas con ocasión del
presente recurso de amparo son idénticas a las que fue-
ron objeto del recurso de amparo resuelto por la Sen-
tencia del Pleno de este Tribunal 76/2003, de 23 de
abril (cuya doctrina se reitera en las SSTC 96/2003,
de 22 de mayo; 108/2003, de 2 de junio; 120/2003,

de 16 de junio; 149/2003, de 14 de julio; 162/2003,
de 15 de septiembre; 183/2003, de 20 de octubre;
201/2003, de 10 de noviembre; 210/2003, de 1 de
diciembre; 216/2003, de 1 de diciembre; 217/2003,
de 1 de diciembre; 226/2003, de 15 de diciembre;
227/2003, de 15 de diciembre y 21/2004, de 23 de
febrero).

En consecuencia aquí nos remitimos íntegramente
a los argumentos y fundamentación jurídica de aquella
Sentencia del Pleno, así como a la posterior doctrina
que la reitera, por ser perfectamente aplicables al caso
que nos ocupa, lo que conduce directamente a la esti-
mación del presente recurso de amparo respecto a la
queja de vulneración del derecho a la libertad de aso-
ciación en su vertiente negativa (art. 22 CE) y a su deses-
timación con relación a la pretendida de lesión del dere-
cho a la igualdad y no discriminación (art. 14 CE).

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Estimar parcialmente la demanda de amparo de doña
María José Gradolí Martinez y, en su virtud:

1.o Declarar vulnerado del derecho de la recurrente
en amparo a la libertad de asociación (art. 22 CE), en
su vertiente negativa.

2.o Restablecerle en su derecho y, a tal fin, declarar
la nulidad de la Sentencia del Juzgado de Primera Ins-
tancia núm. 18 de Valencia, de 3 de abril de 2001,
recaída en los autos del juicio de cognición núm.
669-2000, así como la de la Sentencia de la Sección
Quinta de la Audiencia Provincial de Valencia, de 21
de junio de 2001, recaída en el rollo de apelación núm.
97-2001.

3.o Desestimar la demanda de amparo en todo lo
demás.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a trece de septiembre de dos mil
cuatro.—Guillermo Jiménez Sánchez.—Vicente Conde
Martín de Hijas.—Elisa Pérez Vera.—Eugeni Gay Montal-
vo.—Ramón Rodríguez Arribas.—Pascual Sala Sán-
chez.—Firmado y rubricado.

17606 Sala Primera. Sentencia 142/2004, de 13 de
septiembre de 2004. Recurso de amparo
6287-2001. Promovido por la Unión Sindical
de Comisiones Obreras de Aragón en relación
con la Sentencia del Tribunal Superior de Jus-
ticia de Aragón que inadmitió su recurso con-
tra la Diputación Provincial sobre jornadas de
trabajo del personal médico adscrito al
servicio de urgencias del Hospital Provincial
de Zaragoza.
Vulneración del derecho a la tutela judicial
efectiva (acceso a la justicia): inadmisión de
recurso contencioso-administrativo por falta
de legitimación del sindicato, ignorando su
legítimo interés profesional o económico
(STC 101/1996).

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por doña María Emilia Casas Baamonde, Presidenta,
don Javier Delgado Barrio, don Jorge Rodríguez-Zapata
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Pérez, don Manuel Aragón Reyes y don Pablo Pérez
Tremps, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 6287-2001, promovido
por la Unión Sindical de Comisiones Obreras de Aragón,
representada por la Procuradora de los Tribunales doña
María Dolores de la Plata Corbacho y asistida por el
Abogado don Serafín Pérez Plata, contra la Sentencia
de la Sección Cuarta de la Sala de lo Contencioso-Ad-
ministrativo del Tribunal Superior de Justicia de Aragón
de 26 de octubre de 2001, que declaró la inadmisibilidad
del recurso contencioso-administrativo núm. 791/97,
interpuesto contra el Decreto núm. 682 de la Presidencia
de la Diputación Provincial de Zaragoza de 20 de marzo
de 1997, sobre jornadas de trabajo del personal médico
adscrito al Servicio de Urgencias del Hospital Provincial
de Zaragoza. Ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha sido
Ponente el Magistrado don Javier Delgado Barrio, quien
expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. El día 29 de noviembre de 2001 tuvo entrada
en el Registro General de este Tribunal escrito firmado
por la representación procesal de la Unión Sindical de
Comisiones Obreras de Aragón, mediante el cual se inter-
puso recurso de amparo contra la resolución citada en
el encabezamiento.

2. Los hechos en los que tiene su origen el presente
recurso, con relevancia en estos autos, son los siguientes:

a) La Unión Sindical de Comisiones Obreras de Ara-
gón impugnó ante la Sala de lo Contencioso-Adminis-
trativo del Tribunal Superior de Justicia de Aragón el
Decreto núm. 682 de la Presidencia de la Diputación
Provincial de Zaragoza de 20 de marzo de 1997, sobre
jornadas de trabajo del personal médico adscrito al Ser-
vicio de Urgencias del Hospital Provincial de Zaragoza.
En el escrito de demanda, tras explicar brevemente el
sistema de turnos que se seguía en el Servicio de Urgen-
cias del referido Hospital antes de aprobarse el Decreto
recurrido, y el que quedó establecido por el mismo, se
concluye que el Decreto modifica de forma sustancial
las condiciones de trabajo del personal del mencionado
Servicio de Urgencias y se afirma que se ha adoptado
con infracción de la Ley 9/1987, de 12 de junio, de
órganos de representación, determinación de las con-
diciones de trabajo y participación del personal al servicio
de las Administraciones públicas. Concretamente se esti-
maba vulnerado el art. 32 k) de dicha Ley (en la redacción
dada por la Ley 7/1990, de 19 de julio), por haberse
dictado el Decreto impugnado sin haberse llevado a cabo
negociación alguna en la correspondiente Mesa, de la
que forma parte el Sindicato recurrente. Igualmente se
denunciaba la omisión del preceptivo informe de la Junta
de Personal, conforme al art. 9.4 a) de la indicada Ley
9/1987, de 12 de junio, y, también, la vulneración del
art. 34.2 de la misma Ley, en cuanto que la nueva orga-
nización del trabajo debió ser objeto de consulta con
las organizaciones sindicales, por traer causa de facul-
tades de autoorganización que concernían a las con-
diciones de trabajo del personal médico afectado. Por
último se adujo la vulneración del art. 5.5.c) del Acuerdo
de derechos y garantías sindicales, suscrito el 16 de
marzo de 1992 por la Administración demandada y el
Sindicato recurrente, entre otras fuerzas sindicales, en
cuanto dicho precepto impone el deber de informar y
oír a los delegados sindicales, con carácter previo a la

implantación o revisión de sistemas de organización del
trabajo. Solicitaba que, apreciando las infracciones
denunciadas, se declarase la nulidad del Decreto recurrido.

b) La Diputación Provincial de Zaragoza contestó
a la demanda solicitando que se declarase su inadmi-
sibilidad, por no haberse presentado con ella el docu-
mento que acreditara el cumplimiento de las formali-
dades que para entablarla se exigen a las personas jurí-
dicas por las leyes respectivas, así como por falta de
legitimación activa del Sindicato recurrente. Subsidia-
riamente, pidió su desestimación.

c) Tras los trámites correspondientes, la Sección
Cuarta de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del
Tribunal Superior de Justicia de Aragón dictó Sentencia
el 26 de octubre de 2001, en la que, de conformidad
con lo sostenido por el Letrado de la Diputación Pro-
vincial de Zaragoza, se declaró, con arreglo al art. 82
b) LJCA de 1956, la inadmisibilidad del recurso con-
tencioso-administrativo interpuesto, por carecer el Sin-
dicato recurrente de legitimación para promoverlo.

La Sentencia, en su fundamento jurídico 2, argumenta
su decisión señalando que los sindicatos tienen atribuida
legitimación para el ejercicio de la acción judicial «en
la medida en que con ella se ponga en evidencia el
interés de la entidad para participar de forma plena en
el proceso de que se trate», entendiendo que «aparece
como clara y patente la defensa de su propia realidad
institucional como persona jurídica, así como la protec-
ción y salvaguardia de los intereses generales de los
trabajadores y funcionarios, en lo que respecta a las
condiciones de empleo y trabajo, derechos sindicales,
mejora del nivel de vida, asistencia social, etc. Cabe
hablar de un tercer estadio, constituido por la defensa
de los trabajadores afiliados al respectivo sindicato, o
que hayan confiado expresamente a una institución de
esta clase la defensa de sus derechos o intereses. Fuera
de tales supuestos, cuando de la protección de intereses
individuales se trata, no debe serle reconocida legitima-
ción a un sindicato para promover acciones judiciales,
al margen o incluso en contra de la libre decisión del
principalmente afectado. Esto es, no puede producirse
válidamente un fenómeno de sustitución procesal, valga
la expresión, para interesar una medida anulatoria como
la que se pretende en el caso que nos ocupa, medida
concerniente a un pequeño grupo de personas perfec-
tamente identificado, cuando éstas, personal médico del
Servicio de Urgencias del Hospital Provincial de Zara-
goza, principalmente afectadas por la decisión adminis-
trativa de modificación de turnos de trabajo, no han mos-
trado su intención de reclamar». Estima finalmente la
Sentencia que el interés del Sindicato no ha ido, en el
presente caso, más allá de la defensa de la legalidad,
interés que resulta insuficiente para fundamentar la legi-
timación activa pretendida.

3. La demanda de amparo aduce que la Sentencia
recurrida ha lesionado el derecho del sindicato recurren-
te a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE) en su vertiente
de acceso al proceso, al haber declarado la inadmisi-
bilidad del recurso contencioso-administrativo por falta
de legitimación activa, impidiendo, de este modo, un
pronunciamiento sobre el fondo de su pretensión. El sin-
dicato demandante niega que haya actuado como sus-
tituto procesal y que carezca de interés legítimo en el
asunto, puesto que se alza contra la actuación de la
Administración, precisamente, por entender que se ha
vulnerado el derecho a la negociación, de la que debió
ser sujeto activo. Invoca en su apoyo la STC 84/2001,
de 26 de marzo, de la que transcribe parte de los fun-
damentos jurídicos 3 y 4; también alega la doctrina de
las SSTC 210/1994, de 11 de julio, y 101/1996, de
11 de junio. Argumenta que, como sindicato, le corres-
ponde una función genérica de representación y defensa
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de los intereses de los trabajadores que, como ha sos-
tenido la doctrina de este Tribunal, no descansa sólo
en el vínculo de la afiliación, sino en la propia naturaleza
sindical del grupo; aduce que ostenta un interés legítimo,
como sujeto de la negociación colectiva, por ser sindicato
más representativo y tener, además, implantación en el
ámbito de que se trata; y que su pretensión anulatoria
se justifica en el hecho ya reiterado de considerar objeto
de necesaria negociación la materia regulada por el
Decreto impugnado. Añade que la Sentencia recurrida
ha interpretado el derecho fundamental invocado en un
sentido restrictivo, diferente del que se recoge en la STC
7/2001, de la que transcribe el fundamento jurídico 4.
Solicita, en definitiva, el otorgamiento del amparo, que
se declare la nulidad de la Sentencia recurrida y que
se ordene retrotraer las actuaciones, a fin de que sea
dictada otra nueva, que resuelva sobre el fondo de la
pretensión deducida.

4. Por providencia de 28 de octubre de 2002, la
Sección Primera de este Tribunal acordó la admisión
a trámite de la demanda de amparo, así como, a tenor
de lo dispuesto en el art. 51 LOTC, requerir atentamente
al Tribunal Superior de Justicia de Aragón para que remi-
tiera testimonio del recurso contencioso-administrativo
núm. 791/97, interesando al propio tiempo para que
se emplazara a quienes fueron parte en el mencionado
procedimiento, con excepción del recurrente en amparo,
para que en plazo de diez días pudieran comparecer
en este proceso constitucional, con traslado a estos efec-
tos de copia de la demanda presentada.

5. Una vez recibido el mencionado testimonio,
mediante diligencia de ordenación de 13 de febrero de
2003, se acordó, a tenor de lo dispuesto en el art. 52
LOTC, dar vista de las actuaciones del presente recurso
de amparo, en la Secretaría de la Sala, por un plazo
común de veinte días, al Ministerio Fiscal y a las partes
personadas, para que dentro de dicho término presen-
taran las alegaciones que a su derecho conviniera.

6. El sindicato demandante de amparo presentó sus
alegaciones el 11 de marzo de 2003, reiterando los razo-
namientos que de modo más extenso se desarrollaron
en el escrito de demanda.

7. La Fiscalía ante el Tribunal Constitucional pre-
sentó el 17 de marzo de 2003 su escrito de alegaciones,
en el que comienza recordando la doctrina de este Tri-
bunal sobre el reconocimiento abstracto o general de
la legitimación de los sindicatos para impugnar ante los
órganos del orden jurisdiccional contencioso-administra-
tivo decisiones que afecten a los trabajadores, funcio-
narios públicos y personal estatutario, como consecuen-
cia de su función genérica de representación y defensa
de los intereses de los trabajadores, que no descansa
sólo en el vínculo de la afiliación, sino en la propia natu-
raleza sindical del grupo. Tras ello, el Fiscal interesa que
se otorgue el amparo solicitado, por considerar que la
Sentencia recurrida se refiere exclusivamente a un aspec-
to de la intervención del sindicato, a la que alude como
reclamación sustitutiva de los derechos e intereses de
los funcionarios afectados, refiriendo el resto a la defensa
abstracta de la legalidad. Añade que, sin embargo, las
disposiciones legales que se alegaron como infringidas
en la demanda del proceso contencioso-administrativo
son aquéllas que establecen la necesaria intervención
de los sindicatos en la tramitación de las normas admi-
nistrativas. El sindicato está defendiendo, como resulta
de los preceptos que se dicen infringidos, su derecho
a la actuación sindical establecida por las leyes, y la
correlativa obligación de respetar y contar con esta
actuación —en los términos legalmente establecidos—
por parte de las Administraciones públicas en las reso-
luciones en que está así regulado.

Advierte que éste es un interés directo del sindicato
como organización, por referirse a su ámbito de actua-
ción, distinto del interés de los funcionarios y empleados
afectados, que legitima suficientemente al sindicato
demandante para actuar el proceso contencioso-admi-
nistrativo, incluso sin necesidad sumarle los intereses
de las personas afectadas. Para el Ministerio Fiscal, la
Sentencia recurrida contiene una interpretación restric-
tiva del derecho a obtener la tutela judicial efectiva en
el ejercicio de los propios derechos e intereses legítimos,
al negar al sindicato un interés directo que, sin embargo,
realmente tiene.

8. Por providencia de 9 de septiembre de 2004,
se señaló para deliberación y votación de la presente
Sentencia el día 13 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos

1. Se dirige la demanda de amparo, presentada por
la Unión Sindical de Comisiones Obreras de Aragón, con-
tra la Sentencia de la Sección Cuarta de la Sala de lo
Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Jus-
ticia de Aragón de 26 de octubre de 2001, que declaró
la inadmisibilidad del recurso contencioso-administrativo
núm. 791/97, interpuesto contra el Decreto núm. 682
de la Presidencia de la Diputación Provincial de Zaragoza
de 20 de marzo de 1997, sobre jornadas de trabajo
del personal médico adscrito al Servicio de Urgencias
del Hospital Provincial de Zaragoza.

Como se ha anticipado, el sindicato demandante adu-
ce la vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva
(art. 24.1 CE), en su vertiente de acceso a la jurisdicción,
pues la indicada Sentencia le niega la legitimación activa
para intervenir en un proceso en el que está haciendo
valer su derecho a la negociación en materia de con-
diciones de trabajo.

El Ministerio Fiscal interesa la estimación del amparo,
dado que el demandante ha actuado en el proceso a
quo en defensa de «su derecho a la actuación sindical
establecida por las leyes».

2. Y dados los términos en que viene planteado el
debate, hemos de advertir, como reiteradamente veni-
mos haciendo al tratar del concepto de la legitimación
procesal, que la apreciación de cuándo concurre un inte-
rés legítimo, y por ende legitimación activa para recurrir
en vía contencioso-administrativa, es, en principio, cues-
tión de legalidad ordinaria que compete a los órganos
judiciales ex art. 117.3 CE (así, SSTC 47/1988, de 21
de marzo, FJ 4; 93/1990, de 23 de mayo, FJ 3;
143/1994, de 9 de mayo, FJ 3; 252/2000, de 30 de
octubre, FJ 2; y ATC 177/1999, de 12 de julio, FJ 2).

Junto a ello, hemos de recordar también que aunque
el contenido normal del derecho a la tutela judicial efec-
tiva consiste en obtener una resolución de fondo, ello
no impide que el derecho también se satisfaga cuando
la resolución es de inadmisión, siempre que se dicte
en aplicación razonada de una causa legal, debiendo
el razonamiento responder a una interpretación de las
normas legales de conformidad con la Constitución y
en el sentido más favorable para la efectividad del dere-
cho fundamental, pues, como hemos declarado también
reiteradamente, «en los supuestos en los que está en
juego el derecho a la tutela judicial efectiva en su ver-
tiente de acceso a la jurisdicción, el canon de enjui-
ciamiento constitucional de las decisiones de inadmisión
es más severo o estricto que el que rige el derecho
de acceso a los recursos» (por todas, STC 203/2002,
de 28 de octubre, FJ 3), dado que nos encontramos
«ante el control de resoluciones judiciales que cierran
el acceso a la jurisdicción y, por tanto, impeditivas de
la obtención de una primera respuesta judicial sobre el
fondo de los derechos e intereses sometidos a tutela,
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supuesto en el que, conforme a nuestra doctrina cons-
titucional, despliega su máxima eficacia el principio pro
actione, exigiendo que los órganos judiciales, al inter-
pretar los requisitos procesales legalmente previstos, ten-
gan presente la ratio de la norma, con el fin de evitar
que los meros formalismos o entendimientos no razo-
nables de las normas procesales impidan un enjuicia-
miento de fondo del asunto, vulnerando las exigencias
del principio de proporcionalidad» (STC 220/2003, de
15 de diciembre, FJ 3).

Por tanto, pese a tratarse como decimos de una cues-
tión de legalidad ordinaria, los órganos judiciales quedan
compelidos a interpretar las normas procesales no sólo
de manera razonable y razonada, sin sombra de arbi-
trariedad ni error notorio, sino en sentido amplio y no
restrictivo, esto es, conforme al principio pro actione,
con interdicción de aquellas decisiones de inadmisión
que, por su rigorismo, por su formalismo excesivo o por
cualquier otra razón, se revelen desfavorables para la
efectividad del derecho a la tutela judicial efectiva o resul-
ten desproporcionadas en la apreciación del equilibrio
entre los fines que se pretenden preservar y la conse-
cuencia de cierre del proceso (por todas, SSTC 88/1997,
de 5 de mayo, FJ 2; 252/2000, de 30 de octubre, FJ
2; 188/2003, de 27 de octubre, FJ 4; y 3/2004, de
14 de enero, FJ 3).

3. La cuestión de la legitimación activa de los sin-
dicatos en el orden contencioso-administrativo ha sido
ya objeto de diversos pronunciamientos por parte de
este Tribunal que han conformado un cuerpo de doctrina
jurisprudencial consolidada y estable. Esta doctrina, tal
y como ha sido recogida en la STC 112/2004, de 12
de julio, FJ 4, con remisión a otras anteriores (SSTC
101/1996, de 11 junio, FJ 2; 7/2001, de 15 de enero,
FFJJ 4 y 5; y 24/2001, de 29 de enero, FJ 3), puede
resumirse en los siguientes puntos:

a) Debemos partir, en primer lugar, de un recono-
cimiento abstracto o general de la legitimación de los
sindicatos para impugnar ante los órganos del orden
jurisdiccional contencioso-administrativo decisiones que
afecten a los trabajadores, funcionarios públicos y per-
sonal estatutario. Como afirmamos en la STC 210/1994,
de 11 de julio, «los sindicatos desempeñan, tanto por
el reconocimiento expreso de la Constitución (arts. 7
y 28) como por obra de los tratados internacionales sus-
critos por España en la materia (por todos, Pacto inter-
nacional de derechos económicos, sociales y culturales,
art. 8 ó art. 5, parte II, Carta social europea), una función
genérica de representación y defensa de los intereses
de los trabajadores que, como ya ha sostenido la doctrina
de este Tribunal, no descansa sólo en el vínculo de la
afiliación, sino en la propia naturaleza sindical del grupo.
La función de los sindicatos, pues, desde la perspectiva
constitucional, “no es únicamente la de representar a
sus miembros, a través de los esquemas del apodera-
miento y de la representación del Derecho privado. Cuan-
do la Constitución y la Ley los invisten con la función
de defender los intereses de los trabajadores, les legi-
timan para ejercer aquellos derechos que, aun perte-
neciendo en puridad a cada uno de los trabajadores
ut singulus, sean de necesario ejercicio colectivo” (STC
70/1982, FJ 3), en virtud de una función de represen-
tación que el sindicato ostenta por sí mismo, sin que
deba condicionar necesariamente su actividad a la rela-
ción de pretendido apoderamiento ínsita en el acto de
afiliación, que discurre en un plano diverso del de la
acción propiamente colectiva (SSTC 70/1982,
37/1983, 59/1983, 187/1987 ó 217/1991, entre
otras). Por esta razón, es posible reconocer en principio
legitimado al sindicato para accionar en cualquier pro-
ceso en que estén juego intereses colectivos de los tra-
bajadores» (STC 210/1994, de 11 de julio, FJ 3). Queda

así clara «la relevancia constitucional de los sindicatos
para la protección y defensa, incluso jurisdiccional, de
los derechos e intereses de los trabajadores» (STC
7/2001, de 15 de enero, FJ 5).

b) Ahora bien, desde la STC 101/1996, de 11 de
junio, venimos exigiendo que esta genérica legitimación
abstracta o general de los sindicatos, reconducible a su
relevancia constitucional, se proyecte de un modo par-
ticular sobre el objeto de los recursos que entablen ante
los Tribunales mediante un vínculo o conexión entre la
organización que acciona y la pretensión ejercitada. Y
ello porque, según recordamos allí, citando de nuevo
la STC 210/1994, de 11 de julio, FJ 4, «la función cons-
titucionalmente atribuida a los sindicatos no alcanza a
transformarlos en guardianes abstractos de la legalidad,
cualesquiera que sean las circunstancias en que ésta
pretenda hacerse valer». Se trata, en definitiva, de aplicar
a estas personas jurídicas asociativas singulares la mis-
ma exigencia que se aplica a cualquier otra persona física
o jurídica para reconocerle la posibilidad de actuar en
un proceso: ostentar interés legítimo en él. Por tanto,
concluimos en la STC 101/1996, de 11 de junio, la
legitimación procesal del sindicato en el orden jurisdic-
cional contencioso-administrativo, en cuanto aptitud
para ser parte en un proceso concreto o legitimatio ad
causam, «ha de localizarse en la noción de interés pro-
fesional o económico; interés que ha de entenderse refe-
rido en todo caso a “un interés en sentido propio, cua-
lificado o específico” (STC 97/1991, FJ 2, con cita de
la STC 257/1988). Interés que, doctrinal y jurispruden-
cialmente, viene identificado en la obtención de un bene-
ficio o la desaparición de un perjuicio en el supuesto
de que prospere la acción intentada, y que no nece-
sariamente ha de revestir un contenido patrimonial» (STC
101/1996, de 11 de junio, FJ 2).

c) En definitiva, hemos señalado con reiteración que
para poder considerar procesalmente legitimado a un
sindicato no basta con que éste acredite la defensa de
un interés colectivo o la realización de una determinada
actividad sindical, dentro de lo que hemos denominado
«función genérica de representación y defensa de los
intereses de los trabajadores» (STC 101/1996, de 11
de junio, FJ 2). Debe existir, además, un vínculo especial
y concreto entre dicho sindicato (sus fines, su actividad,
etc.) y el objeto del debate en el pleito de que se trate,
vínculo o nexo que habrá de ponderarse en cada caso
y que se plasma en la noción de interés profesional o
económico, traducible en una ventaja o beneficio cierto,
cualificado y específico derivado de la eventual estima-
ción del recurso entablado (SSTC 7/2001, de 15 de
enero, FJ 5; y 24/2001, de 29 de enero, FJ 5).

Al analizarse un problema de legitimación sindical,
cabe añadir, por último, que el canon de constitucio-
nalidad a aplicar es un canon reforzado, ya que el derecho
a la tutela judicial efectiva se impetra para la defensa
de un derecho sustantivo fundamental como es el dere-
cho a la libertad sindical (SSTC 84/2001, de 26 de
marzo, FJ 3; 215/2001, de 29 de octubre, FJ 2;
203/2002, de 28 de octubre, FJ 3). Las decisiones judi-
ciales como la que aquí se recurre están especialmente
cualificadas en función del derecho material sobre el
que recaen, sin que a este Tribunal, garante último de
los derechos fundamentales a través del recurso de
amparo, pueda resultarle indiferente aquella cualificación
cuando se impugnan ante él este tipo de resoluciones,
pues no sólo se encuentra en juego el derecho a la
tutela judicial efectiva, sino que puede producirse un
efecto derivado o reflejo sobre la reparación del derecho
fundamental cuya invocación sostenía la pretensión ante
el órgano judicial, con independencia de que la decla-
ración de la lesión sea sólo una de las hipótesis posibles
(SSTC 10/2001, de 29 de enero, FJ 5; 203/2002, de
28 de octubre, FJ 3).
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4. Ya en este punto y para aplicar la doctrina expues-
ta al caso que examinamos, importa recoger los siguien-
tes datos:

1) El sindicato demandante impugnó el Decreto 682
de la Presidencia de la Diputación Provincial de Zaragoza,
publicado el 18 de junio de 1997, ante la Sala de lo
Contencioso-Administrativo de Zaragoza, alegando que,
a pesar de que modificaba de forma sustancial las con-
diciones de trabajo del personal del Servicio de Urgen-
cias del Hospital, se había dictado sin la previa nego-
ciación, sin la audiencia de la Junta de Personal y, en
último término, sin la consulta previstas en los arts. 32.k,
9.4.a y 34.2 de la Ley 9/1987.

2) La Sala, en la Sentencia aquí impugnada, par-
tiendo de la base de que la medida afectaba «a un peque-
ño grupo de personas perfectamente identificado» que
no había mostrado su intención de reclamar, concluye
que, no obstante la naturaleza de los vicios alegados
por el sindicato recurrente, «su interés no va más allá
de la defensa de la legalidad que resulta insuficiente
en este caso para fundamentar la legitimación activa
pretendida».

5. A distinta conclusión hemos de llegar ahora.
Lo que el sindicato estaba defendiendo ante la juris-

dicción contencioso-administrativa era el derecho a la
negociación en la adopción de la medida que se impug-
naba, al considerarse interlocutor necesario y obligatorio
de la Administración, siendo evidente por tanto el vínculo
o nexo que lo ligaba con el objeto del proceso, es decir,
como con acierto advierte el Ministerio Fiscal, su legi-
timación procesal: «el problema de si el acuerdo impug-
nado en la vía judicial previa debía haber sido negociado
con arreglo a la Ley de órganos de representación del
personal al servicio de las Administraciones públicas era
precisamente lo que debía resolverse con una decisión
judicial de fondo» (STC 84/2001, de 26 de marzo, FJ 4).

Incluso en la medida en que el Decreto impugnado
fuese manifestación de la potestad organizatoria de la
Administración, como ésta sostuvo en el proceso con-
tencioso-administrativo, ello «poco o nada explica sobre
la existencia o inexistencia de legitimación procesal»,
porque poco o nada dice de la titularidad de intereses
legítimos del sindicato (STC 7/2001, de 15 de enero,
FJ 6): «que las decisiones de las Administraciones públi-
cas que afecten a sus potestades de organización que-
den excluidas de la obligatoriedad de la negociación
colectiva en el sistema regulado por la Ley 9/1987, de
12 de junio, de Órganos de Representación, Determi-
nación de las Condiciones de Trabajo y Participación
del Personal al Servicio de las Administraciones Públicas
(art. 34.1), no significa que no tengan repercusión sobre
las condiciones de trabajo, como lo prueba la propia
Ley al someter en ese caso tales decisiones a la consulta
de las organizaciones sindicales (art. 34.2), y menos que
anulen los intereses legítimos de los sindicatos que
pudieran verse afectados por las mismas. No puede,
pues, considerarse en sí misma ajena al ámbito de la
actividad sindical toda materia relativa a la organización
de la Administración, y por ello no es constitucional-
mente admisible denegar la legitimación procesal de los
sindicatos en los conflictos donde se discutan medidas
administrativas de tal naturaleza» (STC 203/2002, de
28 de octubre, FJ 4).

En definitiva, la Sentencia impugnada, al desconocer
sin fundamento razonable la legitimación del sindicato
recurrente, privándolo así de una decisión sobre el fondo
de sus pretensiones, ha vulnerado su derecho a la tutela
judicial efectiva (art. 24.1 CE) lo que hace procedente
el pronunciamiento previsto en el art. 53.a LOTC.

6. Queda únicamente señalar, con arreglo a lo dis-
puesto en el art. 55.1 LOTC, que el alcance del amparo

otorgado por la vulneración apreciada del derecho a la
tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE) ha de consistir en
el reconocimiento al sindicato recurrente del derecho
fundamental indicado, anulando la Sentencia impugnada
y ordenando, además, la retroacción de las actuaciones
al momento procesal oportuno, a fin de que se dicte
una nueva Sentencia respetuosa del derecho fundamen-
tal reconocido.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por la Unión Sindical
de Comisiones Obreras de Aragón y, en consecuencia:

1.o Reconocer su derecho a la tutela judicial efec-
tiva, en la vertiente de derecho de acceso a la jurisdicción
(art. 24.1 CE).

2.o Anular la Sentencia de la Sección Cuarta de la
Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supe-
rior de Justicia de Aragón de 26 de octubre de 2001,
recaída en el recurso contencioso-administrativo
núm. 791/97.

3.o Retrotraer las actuaciones al momento procesal
anterior al pronunciamiento de la referida Sentencia, a
fin de que se dicte otra nueva, respetuosa con el derecho
reconocido.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a trece de septiembre de dos mil
cuatro.—María Emilia Casas Baamonde.—Javier Delgado
Barrio.—Jorge Rodríguez-Zapata Pérez.—Manuel Aragón
Reyes.—Pablo Pérez Tremps.—Firmado y rubricado.

17607 Sala Segunda. Sentencia 143/2004, de 13
de septiembre de 2004. Recurso de amparo
1582-2002. Promovido por doña Avelina
Martínez Mariño frente al Auto dictado por
la Audiencia Provincial de Santander que esti-
mó el recurso de queja interpuesto por el con-
denado en materia de tasación de costas en
causa por delito de alzamiento de bienes.
Vulneración del derecho a la tutela judicial sin
indefensión: recurso de queja, contra la con-
dena en costas procesales, sustanciado sin con-
tradicción del querellante (STC 178/2001).

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Guillermo Jiménez Sánchez, Presidente,
don Vicente Conde Martín de Hijas, don Eugeni Gay Mon-
talvo, doña Elisa Pérez Vera, don Ramón Rodríguez Arri-
bas y don Pascual Sala Sánchez, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1582-2002, promovido
por doña Avelina Martínez Mariño, representada por el
Procurador de los Tribunales don Álvaro José de Luis
Otero y asistida por el Letrado don José María Pacheco
Méndez, contra el Auto dictado por la Audiencia Pro-


